PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia 

de Buenos Aires sancionan con fuerza de 

L E Y 

ARTICULO 1°.- Agréguese a continuación del Artículo 3º de la Ley 10205, el siguiente:
ARTICULO 3° Bis.- Los beneficiarios de pensiones por invalidez que accedieren a un trabajo remunerado, tanto en la esfera pública como privada, deberán comunicarlo fehacientemente al Instituto de Previsión Social dentro de los cinco (5) días de producida tal novedad. En tales casos, el I.P.S. suspenderá el pago hasta tanto el titular del beneficio comunique fehacientemente el cese de tal circunstancia.
ARTICULO 2°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS

La presente iniciativa tiene el propósito de introducir una pequeña modificación al texto de la Ley 10205 -Ley de Pensiones Sociales de la Provincia de Buenos Aires- con el propósito de salvar una situación harto injusta que se produce cuando una persona con discapacidad, que resulta beneficiaria de una pensión social como consecuencia de su grave dificultad o su imposibilidad de insertarse laboralmente, consigue acceder a una trabajo remunerado, por más provisorio o transitorio que sea el mismo. En esas ocasiones, los beneficiarios de pensiones por invalidez dejan de reunir los requisitos establecidos por la citada Ley para que proceda el beneficio y, en consecuencia, el Instituto de Previsión Social procede a dar de baja el beneficio.

Sin embargo, muchas veces, los empleos que consiguen las personas con discapacidad se caracterizan por ser actividades de mínima  responsabilidad,  con  escasas  posibilidades de movilidad y ascenso, con una reducida jornada horaria, con remuneraciones que no constituyan un medio ponderable de vida y que se desenvuelven en un marco de precariedad y de inestabilidad, precariedad e inestabilidad que también vemos en el mundo laboral convencional; razón por la cual, a los pocos meses o en un lapso muy exiguo, las personas con discapacidad vuelven a quedar desprotegidas y carentes de todo ingreso, a lo que deben sumar el haber perdido el pequeño beneficio del que venían gozando como consecuencia de las medidas adoptadas por el IPS. 

No dudamos que la redacción de la citada norma estuvo inspirada en una voluntad de preservar los recursos públicos previniendo posibles abusos por parte de los beneficiarios; sin embargo, una redacción adecuada podría prever esta situación estableciendo la suspensión del pago del beneficio temporalmente, hasta tanto el beneficiario se encuentre ocupado laboralmente, como ocurre en muchas otras jurisdicciones, o como se ha instrumentado el manejo de estas situaciones en el caso de los beneficios por igual concepto que otorga la Administración Nacional, para lo que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en el año 1998, dictó la Resolución 462 que establece textualmente en su Artículo 1º:

Artículo 1º: Suspéndese, hasta tanto se sancione y promulgue una Ley, la aplicación de las extinciones en los beneficios de pensiones del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones para aquellas personas  con  discapacidad  acreditada  según  el régimen de la Ley 22.431, que se inserten laboralmente, en la medida que dichas actividades reúnan  alguna  de  las  siguientes  características,  se trate de actividades relativamente simples, de mínima  responsabilidad,  con  escasas  posibilidades de movilidad y ascenso, con una reducida jornada horaria, y/o remuneraciones que no constituyan un medio ponderable de vida. [...]

La redacción de nuestra norma, en cambio, pone a las personas con discapacidad en la terrible disyuntiva de verse imposibilitados de conseguir ocupación laboral de ningún tipo ya que, en el caso de que eso suceda, lo que les ayudaría a dignificar sus vidas y poder sentirse útiles y necesarios social y familiarmente, les implicaría perder el beneficio y perder la tranquilidad de la cobertura social el día que, como suele ocurrir en estos casos especialmente, quedaran sin ese trabajo; entonces, pasarían a estar sin trabajo y sin la pensión ya que deben volver a tramitar el beneficio encarando tramitaciones que se extenderán durante largos tres o cuatro años por lo menos.
Por otra parte, la iniciativa cobra especial relevancia a la luz de los importantes esfuerzos que realiza el Servicio de Colocación Laboral Selectiva (SECLAS) dependiente del Ministerio de Trabajo, organismo que viene trabajando para posibilitar la inserción laboral de las personas con discapacidad en las plantas de personal de la Administración Provincial, y para fiscalizar el cumplimiento de la Ley 10592 que establece el cupo del 4% de dichas plantas de personal a favor del sector.

Por las razones expuestas, solicito a los señores Legisladores tengan a bien acompañar con su voto favorable el tratamiento de esta iniciativa.

